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Expediente AR-12/2017
LAUDO que dicta el Árbitro D. Francisco José Seseña Aparicio en el procedimiento de arbitraje de derecho promovido por xxxxxxxxxxxx contra xxxxxxxxxx sobre impugnación de acuerdos sociales.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 7 de Septiembre de 2017 se dirigió, al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha, solicitud de arbitraje suscrita por xxxxxxxxxx contra xxxxxxxx, ejercitando acción de nulidad de los acuerdos adoptados en la Asamblea General Ordinaria de fecha 7 de Julio de 2017.
La demanda iba acompañada de diversa documentación que, una vez admitida como prueba, ha sido objeto de estudio a la hora de dictar el presente laudo.

SEGUNDO: Con fecha 4 de octubre de 2017 la demandada presentó escrito de contestación manifestando su oposición a las peticiones de la parte actora.
TERCERO: Designado, con fecha 9 de Octubre de 2017, el árbitro que suscribe el presente Laudo con objeto de dirimir la cuestión planteada, las partes interesadas en el presente procedimiento fueron convocadas a la comparecencia prevista en el artículo 22.2 de Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social (en adelante Decreto), con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa, comparecencia que se celebró el pasado día 26 de Octubre de 2017.
Las partes comparecieron representadas por sus Letrados con poder suficiente. En la referida comparecencia ambas partes se ratificaron en sus escritos de solicitud de arbitraje y contestación, respectivamente. 
Abierto el periodo de prueba, las partes realizaron su solicitud de práctica de prueba que fue resuelta por este Árbitro en la misma comparecencia.

La parte actora propuso como prueba el interrogatorio del Presidente del Consejo Rector, la documental aportada en su escrito de demanda, así como más documental con el objeto de que se requiriera a la demandada que aportara la siguiente documentación: a) Certificación fehaciente de la relación nominal de los socios asistentes a la Asamblea General; b) Certificación fehaciente de la relación de socios que asistieron por representación, y documentación autenticada acreditativa; c) Certificación fehaciente de la relación de socios que actuaron por delegación en el ejercicio de la votación; d) Documentación contable y económica de la Cooperativa correspondiente al ejercicio económico 2016 (Memoria de Actividades, Informe de Gestión e Informe de Auditoría si lo hubiere) y e) Documentación relativa al cierre de la cadena de porcino, consistente en: Estudio económico y financiero, informe técnico y sanitario que aconsejan y justifican el cierre de la cadena de porcino, Estudio de medidas alternativas solicitadas con anterioridad.

La parte demandada propuso como prueba el interrogatorio del Presidente de la Cooperativa, la testifical de xxxxxx, en su condición de Gerente de la Cooperativa, y xxxxxx, Jefe de Producción de la Cooperativa, así como más documental consistente en documentación contable y económica referida al año 2016, en concreto informe de auditoría; Acta de la Asamblea General celebrada el 7 de julio de 2017, junto con el anexo del listado de asistentes y hojas de representación; estudio económico sobre el sacrificio de cerdos; justificación de no necesidad de modificación del objeto social, solicitando que se dirija atento oficio a la Dirección Provincial de Trabajo de Toledo, Sección de Cooperativas, al objeto de que emitan certificación sobre los cambios de objeto social que ha realizado esta cooperativa desde la inscripción en la misma; Justificación del inicio del sacrificio de la especie porcina y bovina. certificaciones oficiales; datos de sacrifico y venta de las diferentes especies, durante los últimos tres años; datos de sacrificio del socio, parte actora, en los tres últimos años; datos de sacrificio Halal y de empresas que sacrifican por este rito y por el tradicional; informes sobre auditoría/objetivo Halal; estándar sobre certificación Halal; pliego de condiciones industrias agroalimentarias y mataderos sacrificio Halal; así como documental pericial consistente en informes técnicos que justifican el cruce de la cadena de vacuno y porcina, realizado por: xxxxxxxxx y ratificación de dichos informes por los técnicos competentes.

Este árbitro, de acuerdo a lo prevenido en el artículo 24.2 del Decreto, en cuanto a su competencia prueba sobre la admisibilidad, pertinencia y utilidad de las pruebas propuestas, así como su práctica y valoración.
Se estimó íntegramente todas las pruebas propuestas por la parte actora.

En cuanto a la prueba propuesta por la demandada, se admitió la testifical de xxxxxxx, Gerente de la Cooperativa y xxxxxxx, Jefe de Producción de la Cooperativa; se admitió la siguiente prueba documental: documentación contable y económica referida al año 2016, en concreto Informe de auditoría; acta de Asamblea General celebrada el 7 de julio de 2017, junto con el anexo del listado de asistentes y hojas de representación; estudio económico sobre el sacrificio de cerdos; datos de sacrifico y venta de las diferentes especies, durante los últimos tres años; datos de sacrificio Halal y de empresas que sacrifican por este rito y por el tradicional; informes sobre auditoría/objetivo Halal; estándar sobre certificación Halal; pliego de condiciones industrias agroalimentarias y mataderos sacrificio Halal, así como la prueba documental/pericial consistente en la entrega del informe de xxxxxxx y la ratificación del informe por el técnico competente.

Se desestima la petición de prueba de la demanda consistente en más documental: justificante de no necesidad de modificación del objeto social consistente en que se dirija atento oficio a la Dirección Provincial de Trabajo de Toledo, Sección de Cooperativas, al objeto de que emitan certificación sobre los cambios de objeto social que ha realizado esta cooperativa desde la inscripción de la misma; justificación del inicio del sacrificio de la especie porcina y bovina. Certificaciones oficiales; datos de sacrificio del socio, parte actora, en los tres últimos años; así como la documental/pericial: informes técnicos que justifican el cruce de la cadena de vacuno y porcino, realizado por el Departamento de calidad del matadero.

Este árbitro, de acuerdo a las competencias que le atribuye en artículo 26 del Decreto en cuanto a la libertad de practicar cuantas diligencias considere necesarias aunque no hayan sido solicitadas por las partes acordó incluir, entre las pruebas a practicar, el interrogatorio del Secretario del Consejo Rector, o, en su caso, la persona que ejerciera de Secretario de la Asamblea General celebrada el 07/07/2017

En cuanto a la solicitud de medida cautelar solicitada por la parte actora, este árbitro comunicó su decisión a las partes mediante acuerdo de fecha 27/10/2017, desestimando dicha petición habida cuenta de que este árbitro considera que no se cumplen los presupuestos necesarios para su admisión, en consecuencia no existe apariencia de buen derecho “fumus boni iuris” ni el peligro en la demora “periculum in mora”, referente a la existencia de un riesgo que amenace la efectividad del proceso que provoque que el eventual fallo estimatorio pueda en su día resultar inejecutable, en el momento de celebrarse la comparecencia el acuerdo había sido plenamente ejecutado habida cuenta de que la cadena de sacrificio y despiece del ganado porcino había sido cerrada por la Cooperativa demandada el día 30 de septiembre de 2017.

CUARTO: Se celebró una comparecencia del día 27 de Noviembre de 2.017. En dicha comparecencia el letrado de la demandada planteó una cuestión de orden en la que solicitaba que no estuvieran presentes las hijas del administrador de la Sociedad demandante habida cuenta de que sus cliente, el Presidente del Consejo Rector, así como Gerente y Responsable de Administración iban a comparecer por haberse estimado su interrogatorio y testificales respectivamente, ya que no tienen la condición de parte por no ser administradoras de la parte demandante. El letrado de la demandante se opuso, alegando que la vista debía ser pública y que la no presencia de las hijas de xxxxxx les provocaba indefensión. Esté árbitro, al comprobar que no existía conformidad entre las partes por este extremo, tomó la decisión de que en la vista solo comparecieran las partes del procedimiento y sus respectivos letrados. 

El Árbitro permitió al Letrado de la demandante que realizara la petición de nuevas propuestas de pruebas para su defensa, solicitando en este mismo acto la testifical de xxxxxxx, hija del administrador de la mercantil demandante, así como un informe pericial emitido por xxxxxx sobre los perjuicios sufridos por su mandante por el cierre de la línea de porcino en el demandada, realizado sobre el informe emitido por xxxxxxx, otro informe realizado sobre el informe del departamento de calidad del matadero y diversa documentación.

La parte demandada se opuso a la petición de la prueba por entenderla extemporánea, así como porque el informe presentado, con el objeto de contrarrestar al emitido por xxxxxxx, se había realizado sin entrar en las instalaciones del matadero.

Este árbitro admitió, de acuerdo a lo prevenido en el artículo 26 del Decreto, la testifical de xxxxxxx  y el informe pericial emitido por xxxxxx, fijando la fecha del 11 de Diciembre para la práctica de la prueba pericial.
En la comparecencia del día 27 de noviembre, se practicaron el resto de pruebas, el interrogatorio del Presidente y del Secretario del Consejo Rector, la testifical del Gerente y el Jefe de Producción de la Cooperativa, la pericial de xxxxxxx, compareciendo el técnico veterinario que lo emitió, xxxxxx y, finalmente, y se practicó la testifical de xxxxxx. 
QUINTO: Con el objeto de celebrar las pruebas periciales propuesta por la parte demandante en la comparecencia del día 27 de noviembre, se celebró una nueva comparecencia el día 11 de diciembre, en la que no compareció la parte demandante, ni a través de sus administradores, ni a través de su letrado. Lo que provocó que el árbitro del presente procedimiento solicitara a la Secretaria de la Comisión de arbitraje, mediación y conciliación que levantara acta para acreditar dicho extremo. Se inició la comparecencia con la asistencia, únicamente, del letrado de la parte demandada que puso manifiesto que no tenía ningún interés en la práctica de la prueba pericial propuesta por la parte demandante, solicitando, expresamente, que se diera por desistida a la parte actora de las referidas pruebas periciales habida cuenta de que no habían comparecido los peritos a ratificar sus informes.
Finalmente, la parte demandada expuso sus conclusiones de forma oral, quedando vistas las actuaciones para dictar Laudo.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de 4 de Noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha (en adelante Ley de Cooperativas), que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.

Más concretamente, el Decreto reconoce en su artículo 3.1.b) legitimación activa a la parte actora para intervenir en procedimientos arbitrales por ostentar la condición de socia, y a la parte demandada por estar constituida como Sociedad Cooperativa, siendo la presente solicitud rectora del presente procedimiento susceptible de poder someterse al mismo, de acuerdo a lo previsto en el artículo 2.1 c) del mismo texto normativo.

SEGUNDO: Como se expone en el hecho quinto de la solicitud de arbitraje el núcleo de la presente Litis se centra en lo acontecido en la Asamblea General Ordinaria celebrada el 7 de julio de 2017, manifestando la actora que discrepa de lo plasmado en el acta con lo que aconteció en la referida sesión y que todo lo actuado contravino los requisitos normativos que deben imperar en el transcurso de una Asamblea y la confirmación del Acta, que acompaña la actora como documento nº 7 de su demanda.
Entre las irregularidades que expone la actora se encuentran que no se identifica quien ejerció la presidencia y la secretaria de dicha Asamblea, que no constan las firmas de los dos socios que debían ser designados para la firma del acta, que lo incluido en el acta es una visión sesgada, que xxxxxx se arrojó competencias que no le correspondían, dirigiendo la Asamblea, que no se incluyeron en el acta intervenciones de los socios que así lo solicitaron, y que no consta como anexo al acta la relación de asistentes, vulnerando, todo ello, el artículo 30 de los Estatutos de la demandada, referente a la constitución y funcionamiento de la Asamblea. Por ello, en primer lugar debemos valorar si se produjeron defectos de forma en la celebración de la referida Asamblea que pudieran viciar de nulidad todos los acuerdos adoptados, como así solicita en el suplico de su solicitud de arbitraje la parte actora. 

Con la prueba admitida y practicada en este procedimiento, se ha podido comprobar que la copia del Acta entregada al demandante era el documento que estaba guardado en un archivo informático, aportando la demandada la copia del Acta firmada por Presidente, Secretario y los dos socios designados por la Asamblea, junto con el anexo de los socios asistentes a la Asamblea y los documentos de representación de los socios que fueron representados, faltando, únicamente, la representación de la parte demandante. En los interrogatorios practicados al Presidente, xxxxxx y al Secretario xxxxxxx, ambos manifestaron que ejercieron dichos cargos en la Asamblea General Ordinaria del día 7 de julio de 2017, manifestaron que ningún socio puso de manifiesto la existencia de irregularidades en cuanto a las formalidades necesarias para la convocatoria y celebración de la Asamblea General, tanto el Presidente como el Secretario manifestaron que los acuerdos que se adoptan en Asamblea General, los propuso, con carácter previo, el Consejo Rector, y que en la Asamblea General los exponen tanto el Gerente como xxxxx, en su condición de apoderado. Igualmente manifiestan que por parte de la demandada ni se leyó ni se presentó ningún escrito, en relación al documento nº 8 aportado por la demandante, documento que no acredita la recepción de la Cooperativa por medio fehaciente. 
De todas las irregularidades puestas de manifiesto por la actora en su escrito de demanda, en la testifical de xxxxx, presente en dicha sesión de Asamblea General, indica que no se acreditaron las representaciones, extremo que se rebate con la aportación del listado de socios asistentes y representados y documentos de otorgamiento de representación. Igualmente indica como otra de las irregularidades de la Asamblea el extremo de que votaron hijos de socios. Es evidente que a la Asamblea acudieron diversas personas en representación de otros socios, y que en el interrogatorio del Sr. Secretario, el letrado de la actora le pregunto por este hecho, manifestando que estuvieron presentes en la Asamblea xxxxx y xxxxx, que son hijos de socios y que votaron, según la actora, pese a la prohibición expresa de los Estatutos. Lo que es evidente es que el artículo 50. 1 2º párrafo de la Ley de Cooperativas se establece la posibilidad de que un socio se haga representar por un no socio siempre que tuvieran capacidad legal para representarle, su cónyuge o persona unida por análoga relación de afectividad, sus ascendientes y descendientes directos, excepto en las cooperativas de trabajo asociado, o persona que ostente poder suficiente conferido en documento público”. Los Estatutos de la Cooperativa (Documento nº 3 aportado con la demanda) parecen obviar esta cuestión, la representación de socios mediante familiares en primer grado que no sean socios de la Cooperativa, pero es evidente que, del tenor literal del artículo 50 de la Ley de Cooperativas no se indica que está posibilidad (le representación entre familiares) quede a criterio de los Estatutos, como así indica el referido texto normativo en el último párrafo del punto 1º del artículo 50 que establece que “Los Estatutos podrán autorizar la representación por medio de otras personas no socias”. Por ello, los Estatutos pueden ampliar el derecho de representación en la Asamblea de personas no socias pero, en ningún caso, puede prohibir la representación entre familiares de primer grado, cuestión que tiene carácter imperativo y, por ello, despliega plenos efectos jurídicos pese a no incluirse expresamente en Estatutos. 

Otra de las cuestiones que invoca la actora como defectos existentes en el Acta es la disparidad entre socios asistentes (37, de los que 31 están presentes 6 seis representados) de los socios que votan en el punto octavo relativo al cierre de la cadena de porcino (34).  Es evidente que hubo 30 votos a favor de la cadena de cierra, 3 votos en contra, y se consigna que xxxxx no votó. Entre los socios asistentes y los socios que votaron existen una diferencia de cuatro votos, el primero de ellos es la abstención de xxxxx y los tres votos no computados, en ningún caso pueden considerarse como votos efectivamente realizados, no habiendo votado, debieron consignarse como abstenciones. Cuestiones que en ningún caso anulan la votación, habida cuenta de que votaron a favor del cierre de la cadena de porcino 30 de los 37 socios presentes, por tanto, el 81% de los socios presentes y representados en la Asamblea General. Como ha quedado debidamente acreditado en el procedimiento. El Presidente reconoció la existencia de un error en la redacción del acta, que fue corregido mediante adendo de subsanación del Acta el día 5 de septiembre de 2017, mediante la inclusión de los tres socios que se abstuvieron en la votación el cierre de la cadena de porcino.
Otro de los defectos advertidos por la actora fue al ausencia de entrega a la actora de la documentación referente a las cuentas del ejercicio 2016 durante el transcurso de la Asamblea General, como acredita con el Documento nº 10 aportado a su escrito de solicitud de arbitraje, extremo que expone en los hechos quinto y sexto de su demanda, invocando lo prevenido en el artículo 15 de los Estatutos de la Cooperativa. El apartado 2º d) de dicho artículo, en relación con el artículo 36 de la Ley de Cooperativas, en cuanto al derecho mínimo de información, estipula que el socio tendrá derecho a “examinar en el domicilio social (…) en el plazo comprendido entre la convocatoria de la asamblea y su celebración, los documentos que vayan a ser sometidos a la misma y en particular las cuentas anuales, el informe de gestión, la propuesta de distribución de resultados, y según los casos el informe de la intervención o el informe de auditoría”. Por ello, en ningún caso el derecho mínimo de información al socio alcanza el extremo de que se deban entregar copia de las cuentas en la sesión de Asamblea General donde van a ser sometidas a la consideración de los socios, cuestión que queda a criterio del Consejo Rector. El derecho del socio se circunscribe a que pueda comparecer en la Cooperativa, entre la fecha de la convocatoria y la fecha de la celebración de la Asamblea, y pueda examinar dicha documentación referente a las cuentas anuales, y toda la documentación que pueda tener relación con los puntos del orden del día. De la documental aportada, no se ha acreditado en ningún caso que el demandante, en su condición de socio, haya ejercitado dicho derecho solicitando la exhibición de cuentas anuales o informes que puedan sustentar el acuerdo de cierre de la cadena de porcino, no apreciándose la vulneración del derecho de información que la actora invoca en el presente procedimiento como uno de los motivos de la nulidad de los acuerdos adoptados en la Asamblea General de 7 de julio de 2017.
En cuanto al documento número 13 del escrito de demanda, consistente en un escrito que dirige el demandante a los socios en relación a sus consideraciones sobre el matadero, y sobre el que solicitó que constará expresamente en el acta y se diera publicidad del mismo a los socios, es evidente que no se ha cumplido con dicho requerimiento, extremo que no puede viciar de nulidad de los acuerdos adoptados en la Asamblea, habida cuenta de que podría considerarse como un incumplimiento en cuanto a lo que debía contener en acta, pero también es evidente que xxxxx participó con voz y voto en la Asamblea en representación de la parte demandante, habiendo quedado debidamente acreditado en el procedimiento de arbitraje que tuvo la posibilidad de dar lectura a sus escritos (documentos nº 10 a 16 acompañados con el escrito de solicitud de arbitraje), y no lo hizo, limitándose a entregarlos a la finalización de la sesión de la Asamblea General.
En relación a los documentos nº 14 a 16 aportados con el escrito de demanda y que parecen ser manifestaciones de las personas que han intervenido en la Asamblea (Presidente y Apoderado), que xxxxx hace constar en un escrito, se debe tener en cuenta que xxxxx puede solicitar que consten en acta sus intervenciones, no las intervenciones de otras personas presentes en la Asamblea, correspondiéndole al Sr. Secretario valorar que intervenciones deben constar o no en el acta, ya que el acta debe contener un resumen de las intervenciones.
En el hecho séptimo de la solicitud de arbitraje se indica que no tienen conocimiento de que el acuerdo referente al cierre de la cadena de porcino, que tendría efectos el 30 de septiembre de 2017, hubiera sido inscrito en el Registro de Cooperativas, cuando dicho acuerdo no se encuentra entre los de obligada inscripción en el Registro de Cooperativas, de acuerdo a lo prevenido en el Título III del Decreto 7214/2015, por el que se regula el Reglamento del Registro de Cooperativas. Dicha cuestión puede estar incardinada con el extremo de que la actora entiende que el cierre de la cadena de porcino supone una modificación del objeto social de la Cooperativa, acuerdo que si debería inscribirse en el Registro de Cooperativas. Examinando los Estatutos Sociales de la Cooperativa (aportados como documento nº 3 de la solicitud de arbitraje), en su artículo 4.4 se establece como parte del objeto social las actividades económicas que, para el cumplimiento de su objeto social, desarrollará la cooperativa son el comercio al por mayor de carnes, sacrificio y despiece de ganado, compra – venta, reproducción y engorde de animales, así como cualesquiera otras actividades que sean necesarias o convenientes o que faciliten el mejoramiento económico, técnico, laboral o económico de la Cooperativa o de las explotaciones de sus socios. De la dicción de dicho texto no se desprende que se indique que tipos de ganado son objeto de la actividad cooperativizada para su sacrificio y despiece. En la prueba practicada, tanto el Presidente como el Secretario de la Cooperativa manifestaron que cuando se inició la actividad del matadero solo se sacrificaba ganado vacuno. El Presidente llegó a precisar que el matadero comenzó a sacrificar ganado porcino años después a demanda de xxxxx, administrador de la sociedad demandante. Por todo ello, debemos entender que la eliminación de la cadena de porcino del matadero no supone, en ningún caso, una modificación del objeto social de la Cooperativa y, por ello, ninguna obligación existe de inscribir el acuerdo del cierre de la cadena de porcino en el Registro de Cooperativas.
Por lo actuado en este procedimiento de arbitraje, no se ha acreditado la existencia de incumplimientos legales o estatutarios en materia de convocatoria y celebración de la Asamblea que puedan viciar de nulidad o anulabilidad los acuerdos adoptados. 
TERCERO: En cuanto a los fundamentos de derecho invocados en la solicitud de arbitraje, el actor menciona la vulneración del artículo 204 de la Ley de Sociedades de Capital que estipula que son acuerdos impugnables los acuerdos contrarios a Ley, que se opongan a los estatutos o lesionen el interés social en beneficio de uno o varios socios o terceros, indicando que el interés social se daña cuando se impone de manera abusiva por la mayoría. Es evidente que el acuerdo adoptado en el octavo punto del orden del día de la Asamblea General Ordinaria celebrada el 7 de julio de 2017 no es contrario a Ley o Estatutos. En cuanto a que lesione el interés social en beneficio de uno o varios socios, es evidente que no estamos ante dicho supuesto, habida cuenta que, según los datos facilitados por la Cooperativa, el único socio que sacrificó cerdos en el periodo comprendido entre el 1 de octubre de 2016 y el 30 de septiembre de 2017, fue la propia demandada. Argumentando la Cooperativa que el principal motivo del cierre de la cadena de porcino viene determinado por normativa sanitaria, debiendo ser necesario evitar el cruce de ganado porcino y bovino. Por ello el interés social no se debe reducir al interés personal del actor en la Sociedad Cooperativa. 
En cuanto a las manifestaciones referentes a la imposición abusiva de la mayoría en la adopción el acuerdo del cierre de la cadena de porcino, es evidente que el acuerdo fue adoptado por una amplísima mayoría, 30 votos a favor, 3 votos en contra y 4 abstenciones, por lo tanto, votaron a favor del acuerdo el 81% de los votos válidamente emitidos. El artículo 51 de la Ley de Cooperativas establece como se deben adoptar los acuerdos de Asamblea General que, salvo disposición contraria de la Ley, se adoptan por mayoría simple. Existen una serie de acuerdos tasados por la Ley de Cooperativas, en el apartado segundo del referido artículo, que establecen una mayoría de dos tercios de los socios presentes y representados en Asamblea General (modificación de Estatutos, procesos de fusión), etc.). En el apartado tercero del mismo artículo la Ley de Cooperativas prevé que, por disposición estatutaria, las mayorías necesarias para la adopción de acuerdos de Asamblea General pueden ser reforzadas con el límite del 75% de los votos válidamente emitidos. Por lo tanto, el acuerdo se alcanza con una mayoría incluso superior a la mayoría reforzada que se podría establecer en Estatutos y, que no es el caso, ya que la adopción del acuerdo de cierre de la cadena de porcino es un acuerdo que se puede adoptar por mayoría simple, una vez comprobado que no provoca ningún cambio de objeto social.
Otra de las cuestiones de fondo que se plantean por la actora es la posible inexistencia de quórum suficiente para la válida constitución de la Asamblea. Entiende que no es suficiente la mención “Mayoría de los socios 31 presentes y 6 representados”. Con la documental aportada por la actora, referente al Acta de asamblea, anexo de socios presentes y representados, representaciones y adendo a la misma, se acredita de forma fehaciente que hubo 37 socios presentes y representados, y la asistencia de ese número de socios permite la existencia de quórum suficiente de acuerdo a lo prevenido en el artículo 48.1 de la Ley de Cooperativas que establece que el quórum de la segunda convocatoria se establece en el 10% de los socios o 25 votos sociales, no habiendo reforzado dicho quórum los Estatutos de la Sociedad Cooperativa demandada (artículo 30.1).
El actor también invoca como motivo de nulidad la existencia de una incongruencia en el punto décimo del acta, en relación a la votación de dos interventores de cuentas, que si existen 37 socios no puede haber 54 votos. Es evidente que se estaba produciendo la renovación de dos interventores, números 1 y 3, y que cada socio debía votar a dos de los candidatos, por ellos es perfectamente posible que los votos fueran en número el doble del número de socios asistentes, por el hecho de que cada socio pudo emitir, para esta votación, dos votos.

En cuanto a la nulidad de los votos por representación, con la prueba practicada, ha quedado debidamente acreditado que en la Asamblea estuvieron presentes 6 socios representados y que todos ellos, salvo la representante de la actora, entregaron el documento de representación. 
CUARTO: El actor, en su solicitud de arbitraje, incide de forma reiterada en la vulneración del derecho de información que vicia de nulidad el acuerdo referente al cierre de la cadena de porcino en la Cooperativa demanda. Tras la prueba practicada en el presente procedimiento han quedado acreditados los siguientes extremos: En primer lugar se celebró una Asamblea General Extraordinaria el día 17 de marzo de 2017 (aportando copia del acta como documento nº 4 de la demanda) donde se expuso a los socios presentes la necesidad de proponer el cierre de la cadena de porcino, proponiendo a los socios aumentar el sacrificio de vacuno, el sacrificio por ritos y el inicio de las gestiones del cierre de la cadena de porcino; en segundo lugar se celebró una sesión de Consejo Rector, de fecha 8 de junio de 2017 (aportando copia del acta como documento nº 5 de la demanda), en la que se convoca a los socios que tienen ganado porcino (donde compareció xxxxx y xxxxx en representación de la parte demandante). En dicha sesión se explicó que desde el punto de vista sanitario no deben producirse cruces de ganado porcino y vacuno; igualmente se comunicó que el volumen de sacrificio de ganado vacuno y por ritos hace imposible compatibilizar el sacrificio de ambas especies (vacuno y porcino) en el matadero, no entrando en datos económicos porque el principal motivo de la propuesta de cierre de la cadena de porcino era sanitario; se comunica que la Cooperativa está teniendo conversaciones con xxxxx para que los socios de la Cooperativa puedan sacrificar allí su ganado porcino y en esa misma reunión de Consejo Rector, xxxxx manifiesta su disconformidad con el cierre de la cadena, sin que se acredite que solicite a la Cooperativa en ese momento los informes e información que sustente los argumentos expuestos por la Cooperativa para el cierre. Finalmente, y tras las dos primeras reuniones, se convoca una sesión de Asamblea General Ordinaria celebrada el 7 de julio de 2017 en la que se acuerda por una mayoría del 81% de los socios presentes y representados el cierre de la cadena de porcino el día 30 de septiembre de 2017, argumentando motivos sanitarios y económicos. El 1 de agosto der 2017 la Cooperativa comunica a la actora mediante burofax el contenido del acuerdo de Asamblea, indicándoles que el día 29 de septiembre sería el último día de sacrificio de ganado porcino y que tenían a su disposición el matadero xxxxxx de xxxxxx para poder sacrificar su ganado.
En base a la prueba practicada, no existen evidencias de que la actora haya ejercitado su derecho de información de acuerdo a lo prevenido en el artículo 36.2 d) de la Ley de Cooperativas que estipula que el socio tiene derecho a examinar en el domicilio social y en aquellos centros de trabajo que determinen los estatutos, en el plazo comprendido entre la convocatoria de la asamblea y su celebración, los documentos que vayan a ser sometidos a la misma (…)”. Ha quedado acreditado que la decisión de la cooperativa demandada de cerrar su cadena de ganado porcino estaba sustentada en diversos informes técnicos, tanto el emitido por xxxx, en su condición de Responsable de Producción del Matadero, como xxxxxx, emitido por un técnico externo a la Cooperativa, el veterinario xxxxx, que en la prueba practicada vino a manifestar que en el matadero pueden existir cruces entre ganado porcino y bovino, indicando que el muelle de descarga es único para las tres especies (porcino, bovino y ovino), existiendo la posibilidad de que los animales usen los mismos corrales, provocando la existencia de contaminación cruzada por eyecciones, y pese a que las diferentes especies no coinciden en el espacio en sacrificio y oreo, si coinciden en espacio y tiempo en pasillo de expedición, muelle de expedición y cámara de conservación. También determina que aunque se evite la contaminación cruzada con el utillaje y personal, la contaminación sería posible por la propia estructura del matadero. El informe económico y de no viabilidad estructural del jefe de producción de la Cooperativa indica los resultados negativos obtenidos con el ganado porcino y la imposibilidad técnica de instalar una nueva zona de expedición de canales de porcino en el matadero que evite la contaminación. Dichos informes no fueron solicitados en el plazo que establece el referido artículo 36. 2 d) de la Ley de Cooperativas, y pese a que dichos informes pudieran haber sido solicitados durante la celebración de la Asamblea y posteriormente, la negativa a entregarlos, en su caso, por la Cooperativa no estaría cercenando, en ningún caso, el derecho mínimo de información que le asiste a todo socio de acuerdo a lo prevenido en el mencionado artículo de la Ley de Cooperativas. Es necesario incidir en el extremo de que antes de llevar a cabo el acuerdo de cierre de la cadena, hubo una sesión de asamblea general y otra de consejo rector en la que los socios con ganado porcino estuvieron presentes y fueron informados de la propuesta de cierre que se materializaría meses después, concretamente en la Asamblea celebrada el día 7 de julio de 2017, con fecha de efectos 30 de septiembre de ese mismo año. 
Teniendo en cuenta todo lo actuado, no se ha acredita una vulneración del derecho de información del demandante que pudiera viciar de nulidad el acuerdo adoptado, por ello, entendemos que no puede prosperar la petición de la actora, debiendo confirmarse todos los acuerdos adoptados por la Cooperativa en la Asamblea General celebrada el 7 de julio de 2017.
Teniendo en cuenta que los acuerdos adoptados en la referida Asamblea General son ajustados a derecho, ninguna responsabilidad de daños y perjuicios se puede exigir a la Cooperativa como consecuencia del cierre de la cadena de porcino, por ello debe desestimarse, igualmente, la pretensión de la actora de que se le compensen los daños y perjuicios que pudiera provocarle deber sacrificar y despiezar el ganado porcino en otros mataderos ajenos al existente en la propia Cooperativa demandada.
Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente
LAUDO ARBITRAL

Que debo desestimar íntegramente la solicitud de arbitraje interpuesta por xxxxxx, absolviendo a xxxxxxx de todos los pedimentos contra ella solicitados, confirmado la validez de todos los acuerdos adoptados en la sesión de Asamblea General Ordinaria celebrada el día 7 de Julio de 2017.

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 15 de Enero de 2.018
EL ÁRBITRO

FDO. Francisco José Seseña Aparicio
ASUNTO: Arbitraje de Derecho nº AR-12/2017 

ESCRITO DE CORRECCIÓN, ACLARACIÓN Y COMPLEMENTO DE LAUDO

DEMANDANTE: xxxxxxxx
DEMANDADO: xxxxxxxxx
PRIMERO.- El día 6 de Febrero del año en curso la parte demandada del presente procedimiento de arbitraje ha solicitado corrección y complemento del Laudo por contener una serie de errores, solicitud que se realiza de acuerdo a lo prevenido en el artículo 30 del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.- Que por parte de este árbitro, una vez revisado el contenido del Laudo y de los documentos que obran en el procedimiento de referencia, procede a subsanar los siguientes errores:
a) En el antecedente de hecho número cuatro, en el primer párrafo, línea cuarta y quinta (página 5) se sustituye la expresión “Responsable de Administración” por “Responsable de Producción”.

b) En el antecedente de hecho número cuatro, segundo párrafo, en las líneas cuarta y quinta de la página 6 se sustituye la expresión “xxxxxx” por “xxxxx, en representación de xxxxx”. 

c) En el antecedente de hecho número cuatro, al final del segundo párrafo se incluye la siguiente mención “así como otro informe pericial emitido por xxxxxx en relación a los daños y perjuicios sufridos por la parte actora derivados del cierre de la cadena de porcino”.

d) En el antecedente de hecho número cuatro, cuarto párrafo, segunda línea de la página 6 se sustituye la expresión “el informe pericial emitido por xxxxx” por “los informes periciales emitidos por xxxxxx y xxxxxx, responsable de xxxxx”.

e) En el antecedente de hecho número cinco, en el primer párrafo, novena línea de la página 7 se sustituye la expresión “prueba pericial propuesta” por “pruebas periciales propuestas”.

f) En el fundamento de derecho segundo, en el tercer párrafo, novena línea de la página 9 se sustituye la expresión “Secretario xxxxxxx” por “Secretario xxxxxxx”.

g) En el fundamento de derecho segundo, cuarto párrafo, en las líneas novena y décima de la página 9 se sustituye la expresión “xxxxx y xxxx, que son hijos de socios” por “xxxxx, xxxxxx, xxxxx y xxxxx, hijos de socios/as”
TERCERO.- Se acuerda dar traslado a las partes del presente escrito de corrección, aclaración y complemento de Laudo.
En Toledo, a 12 de Febrero de 2.018

EL ÁRBITRO

FDO. Francisco José Seseña Aparicio
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